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Resumen 

 

Esta investigación examina la incidencia de las medidas dictadas durante los estados de 

excepción en el ejercicio de derechos en Ecuador. Parte de una idea básica: la excepcionalidad 

solo puede emplearse cuando las herramientas ordinarias resultan insuficientes para atender 

hechos graves previstos por la Constitución. Se revisan la Constitución de la República, la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la Ley de Seguridad Pública 

y del Estado, los estándares internacionales y la jurisprudencia de la Corte Constitucional. El 

estudio contrasta las restricciones con los principios de necesidad, proporcionalidad, legalidad, 

temporalidad, territorialidad y razonabilidad. Se concluye que el control no debe detenerse en 

el decreto, pues los efectos sobre los derechos también dependen de cómo se ejecutan las 

medidas. Por ello, se plantea reformar el artículo 124 de la LOGJCC para exigir reportes 

periódicos sobre ejecución, resultados e incidencia mientras las medidas estén vigentes. 

Palabras clave: incidencia, estado de excepción, derechos constitucionales, necesidad, 

proporcionalidad, control constitucional. 
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Abstract 

 

This study examines how measures adopted under states of emergency affect the exercise of 

rights in Ecuador. It starts from the premise that emergency powers are justified only when 

ordinary institutional tools are insufficient to address serious circumstances expressly 

recognized by the Constitution. The analysis reviews the Constitution of Ecuador, the Organic 

Law on Jurisdictional Guarantees and Constitutional Control, the Public and State Security 

Law, applicable international standards, and Constitutional Court case law. Using necessity, 

proportionality, legality, temporality, territoriality, and reasonableness as parameters, the 

research assesses when a restriction may be constitutionally admissible and when it may exceed 

constitutional limits. The study argues that the impact on rights cannot be evaluated only from 

the decree itself, because relevant effects may arise during implementation. It therefore 

proposes amending article 124 of the LOGJCC to require periodic information on 

implementation, results, and the impact of exceptional measures while they remain in force. 

Keywords: incidence, state of emergency, constitutional rights, necessity, proportionality, 

constitutional review. 
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Introducción 

 
El estado de excepción es un mecanismo constitucional para responder, por tiempo 

limitado, a situaciones que superan la capacidad ordinaria del Estado. En Ecuador, la 

Constitución permite al presidente adoptar medidas especiales vinculadas con los hechos que 

motivan la declaratoria. Esa competencia no es libre ni permanente: subsiste solo mientras 

persistan las causas de la crisis y las medidas respeten los límites constitucionales. 

 

El problema jurídico se presenta al momento cuando estas medidas afectan la forma en 

que las personas ejercen derechos reconocidos por la Constitución. El régimen excepcional 

permite suspender o limitar ciertos derechos, como la libertad de tránsito, la inviolabilidad del 

domicilio y de la correspondencia, la libertad de asociación y reunión y la libertad de 

información. Por consecuente, resulta necesario analizar no solo la declaratoria, sino también 

los efectos jurídicos concretos de las restricciones y así mismo su compatibilidad con el marco 

constitucional ecuatoriano. 

 

La presente investigación revisara normas y dictámenes de la Corte Constitucional para 

establecer cómo las medidas excepcionales inciden en el ejercicio de derechos. El análisis no 

se concentra únicamente en la validez formal de la declaratoria. También examina la relación 

entre los hechos, la medida concreta, el derecho afectado y las garantías que deben conservarse 

durante la emergencia. 
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Capítulo 1 

 
1. Antecedentes 

 
1.1. Origen y evolución histórica del estado de excepción 

El estado de excepción es resultado de una evolución dirigida a encauzar jurídicamente 

la respuesta estatal ante hechos excepcionales. Las respuestas extraordinarias frente a 

situaciones de crisis tienen antecedentes anteriores al constitucionalismo moderno. Antes de 

que estas facultades fueran incorporadas en constituciones escritas, distintos sistemas políticos 

ya habían previsto mecanismos temporales para concentrar determinadas competencias cuando 

la organización ordinaria resultaba insuficiente. El elemento que con el tiempo adquirió mayor 

importancia jurídica fue precisamente su carácter limitado: la respuesta extraordinaria debía 

existir para enfrentar una situación concreta y no para sustituir de forma permanente el orden 

común. 

Uno de los antecedentes remotos más importantes del estado de excepción se encuentra 

en la dictadura de la República romana, cuya aparición suele situarse alrededor del año 501 a. 

C. En aquella época, la dictadura no tenía el significado que actualmente se atribuye a ese 

término, sino que constituía una magistratura extraordinaria reconocida dentro del sistema 

republicano. Su utilización respondía a determinadas circunstancias que requerían una 

actuación distinta a la ordinaria, por lo que se designaba a un dictador con facultades amplias 

para cumplir una tarea específica. Estas atribuciones tenían un carácter temporal y, 

tradicionalmente, su ejercicio no podía extenderse más allá de seis meses, debiendo cesar una 

vez cumplida la función para la cual habían sido concedidas. 

Portinaro (2023) analiza este antecedente al estudiar la evolución de la dictadura y su 

relación con los poderes ejercidos en situaciones excepcionales. Al referirse al modelo romano, 

explica que el dictador recibía facultades para cumplir una misión determinada, de modo que 

su poder no surgía de manera autónoma, sino que provenía del propio orden político existente. 

Este aspecto resulta relevante para comprender la posterior evolución de los regímenes de 

excepción, pues permite identificar desde sus antecedentes la idea de que las facultades 

extraordinarias responden a una situación concreta y tienen, al menos en principio, un carácter 

limitado y temporal. 



4  

1.2. Evolución constitucional del estado de excepción en Ecuador 

En Ecuador, las facultades extraordinarias estuvieron presentes desde el inicio de la vida 

republicana. La Constitución de 1830 permitía al presidente adoptar medidas especiales para 

defender al país frente a una invasión exterior o una conmoción interior cuando el Congreso no 

se encontrara reunido. La Constitución de 1835 desarrolló con mayor precisión esta posibilidad 

y vinculó el ejercicio de esas facultades al tiempo y a los fines indispensables para restablecer 

la tranquilidad y seguridad de la República. 

Con el desarrollo constitucional posterior, la regulación comenzó a incorporar límites 

más definidos sobre las facultades extraordinarias. La Constitución de 1945 introdujo una 

relación más directa entre la excepcionalidad, la suspensión temporal de determinadas garantías 

y la intervención de un órgano de control. Más adelante, la Constitución de 1967 exigió que la 

declaratoria identificara las causas que la motivaban, las facultades asumidas, las garantías 

suspendidas y su duración, además de reconocer garantías que no podían ser suspendidas. 

La Constitución de 1979 utilizó la expresión estado de emergencia y mantuvo 

mecanismos de información y control. La Constitución de 1998, por su parte, dedicó un capítulo 

específico a la institución y fijó límites temporales. El cambio relevante fue el tránsito desde 

fórmulas amplias de facultades extraordinarias hacia reglas con causales, plazos y controles 

definidos. 

1.3. Consolidación del régimen de excepción en la Constitución de 2008 

La Constitución de 2008 representó un cambio importante en la configuración 

ecuatoriana del estado de excepción. Sus artículos 164, 165 y 166 establecen las causales que 

permiten declararlo, los principios que deben observarse, los derechos susceptibles de 

suspensión o limitación, las facultades extraordinarias del Ejecutivo, la duración de la 

declaratoria y los mecanismos de control. El diseño vigente parte de la idea de que la existencia 

de una crisis no elimina el orden constitucional, sino que habilita temporalmente determinadas 

medidas dentro de límites previamente establecidos. 

La consolidación del modelo no se produjo únicamente mediante el texto constitucional. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha desarrollado el alcance de las causales, los 

principios aplicables, el control formal y material de la declaratoria, el examen individual de 

las medidas y las reglas relativas a los derechos susceptibles de suspensión o limitación. La guía 

elaborada por Díaz Coral et al. (2023) sistematiza estos criterios y muestra cómo el control 

constitucional pasó a ocupar un lugar central en la aplicación práctica del régimen de excepción. 
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1.4. Uso contemporáneo y surgimiento del problema jurídico 

Desde la entrada en vigencia de la Constitución de 2008, el estado de excepción ha sido 

utilizado frente a circunstancias de distinta naturaleza, entre ellas desastres, emergencias 

sanitarias, crisis penitenciarias y problemas de seguridad interna. La pandemia de COVID-19 

constituyó uno de los escenarios que puso a prueba con mayor intensidad el diseño 

constitucional de la excepción, debido a las restricciones de movilidad y a otras medidas 

adoptadas para contener la emergencia sanitaria. Palomares Herrera y Aguilar Rodríguez (2023) 

analizan este periodo y muestran la relevancia que adquirió el control constitucional frente a 

medidas capaces de incidir directamente en el ejercicio de derechos. 

En los años posteriores, la utilización de esta figura se vinculó con mayor frecuencia a 

problemas de seguridad interna, violencia criminal y crisis penitenciaria. Este cambio de 

contexto trasladó la discusión desde la respuesta frente a una emergencia puntual hacia la 

dificultad de emplear facultades extraordinarias ante fenómenos que pueden prolongarse en el 

tiempo. Cuando la misma clase de medida se utiliza de manera reiterada, adquiere especial 

importancia comprobar que conserve su carácter temporal y que no sustituya las respuestas 

ordinarias que corresponden a las instituciones del Estado. 

Este recorrido explica el problema de investigación. La Constitución contiene causales, 

plazos, derechos susceptibles de restricción y mecanismos de control; sin embargo, esas 

previsiones no impiden que la ejecución de una medida produzca efectos relevantes sobre los 

derechos. Por ello, no basta preguntar si el presidente podía declarar el estado de excepción. 

También debe establecerse cómo se aplicaron las medidas y si su incidencia se mantuvo dentro 

de los límites constitucionales. 

2. Conceptos fundamentales 

 
2.1. Estado de excepción 

El estado de excepción es una institución prevista por la Constitución para enfrentar 

circunstancias extraordinarias que no pueden ser atendidas suficientemente con las 

herramientas ordinarias. Su propósito es permitir medidas temporales dirigidas a superar una 

crisis y recuperar la normalidad. No suspende el orden constitucional ni habilita a las 

autoridades a actuar sin límites. 

Según Estrella (2012), el estado de excepción es “un mecanismo constitucional del que 

puede hacer uso el gobierno en determinadas situaciones específicas” (p. 145). La autora 

relaciona esta figura con circunstancias graves y extraordinarias que generan un peligro real o 
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inminente y que, por esa razón, requieren medidas especiales para superar la crisis y retornar a 

la normalidad. 

En el ámbito ecuatoriano, Melo Delgado (2015) considera al estado de excepción como 

una institución de naturaleza jurídica, constitucional y política. Esta definición permite entender 

que no se trata únicamente de una decisión que adopta el Ejecutivo frente a una situación de 

crisis, sino de una figura reconocida por el propio ordenamiento jurídico, cuya aplicación se 

encuentra sometida a determinadas condiciones y puede incidir directamente en el ejercicio de 

los derechos de las personas. 

Por su parte, Fix Zamudio (2004) estudia los estados de excepción como regímenes de 

emergencia incorporados al orden constitucional para enfrentar graves conflictos internos o 

externos. Desde esta perspectiva, la existencia de una situación extraordinaria puede justificar 

el uso de facultades especiales, pero estas continúan sujetas a la Constitución y a los 

mecanismos de control previstos para evitar que la emergencia se convierta en un espacio en el 

que el poder público pueda actuar sin restricciones. 

En síntesis, el estado de excepción es un régimen temporal y extraordinario. Solo 

procede cuando la gravedad de los hechos vuelve insuficientes los mecanismos ordinarios. En 

Ecuador, los artículos 164, 165 y 166 de la Constitución determinan las causales, facultades y 

límites aplicables durante su vigencia. 

2.2. Excepcionalidad y normalidad constitucional 

La normalidad constitucional es el punto de partida para entender el carácter 

excepcional de esta figura. En condiciones ordinarias, los problemas públicos deben ser 

atendidos mediante las competencias, procedimientos e instituciones que forman parte del 

funcionamiento permanente del Estado. El estado de excepción solo encuentra justificación 

cuando esos mecanismos resultan insuficientes frente a una situación extraordinaria que, por su 

gravedad, exige una respuesta distinta y de carácter temporal. 

La excepcionalidad exige que esta figura no se use como una vía habitual para resolver 

problemas que corresponden a la gestión ordinaria del Estado. Cada declaratoria debe responder 

a hechos determinados y durar únicamente mientras esos hechos lo justifiquen. En 

consecuencia, la necesidad no se evalúa una sola vez al expedir el decreto; debe mantenerse 

durante toda la vigencia de las medidas. 
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Un ejemplo de este criterio se encuentra en el Dictamen No. 5-22-EE/22, en el que la 

Corte Constitucional examinó el Decreto Ejecutivo No. 463, mediante el cual se declaró estado 

de excepción por grave conmoción interna en Azuay, Imbabura, Sucumbíos y Orellana. La 

Corte consideró constitucional la declaratoria, pero concluyó que no se había justificado la 

necesidad de mantenerla durante todo el plazo previsto, por lo que dispuso que su vigencia 

terminara con la notificación del dictamen (Corte Constitucional del Ecuador, 2022). 

De esta manera, la excepcionalidad está directamente vinculada con el retorno a la 

normalidad constitucional. Las facultades extraordinarias pueden mantenerse mientras exista 

una situación que no pueda ser enfrentada adecuadamente mediante los mecanismos ordinarios, 

pero deben cesar cuando esa necesidad desaparece. En ese sentido, el estado de excepción no 

busca reemplazar el funcionamiento normal del Estado, sino permitir una respuesta temporal 

frente a una situación que lo ha superado. 

2.3. Limitación, restricción y suspensión del ejercicio de derechos 

Para analizar la incidencia sobre derechos conviene diferenciar el derecho de las 

condiciones en que se ejerce. El estado de excepción no elimina los derechos de manera general. 

La Constitución permite suspender o limitar temporalmente solo los derechos que enumera, y 

aun entonces deben respetarse el núcleo esencial, las garantías no suspendibles y los principios 

de la restricción. Araujo Freire y Mayorga Mayorga (2025) advierten que la eficacia de estas 

garantías depende también de su aplicación concreta (p. 742). 

En términos prácticos, una limitación puede manifestarse mediante restricciones de 

horario, ámbito territorial, condiciones de acceso o modalidades de ejercicio. Un toque de 

queda, por ejemplo, restringe temporalmente la libertad de tránsito en una franja horaria 

determinada; una medida que condiciona reuniones en espacios específicos incide sobre la 

libertad de asociación y reunión; y un allanamiento sin orden judicial, autorizado 

excepcionalmente dentro de los parámetros del decreto, afecta la inviolabilidad de domicilio. 

La constitucionalidad de cada medida debe evaluarse de forma individual, pues una declaratoria 

válida no convierte automáticamente en constitucionales todas las restricciones que se dicten 

con fundamento en ella. 

2.4. Derechos susceptibles de limitación y derechos que permanecen vigentes 

El artículo 165 de la Constitución establece una delimitación precisa respecto de los 

derechos que pueden verse afectados durante un estado de excepción. En este contexto, el 

presidente únicamente puede suspender o limitar la inviolabilidad del domicilio y de la 
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correspondencia, la libertad de tránsito, la libertad de asociación y reunión y la libertad de 

información. Esta enumeración impide que las facultades extraordinarias se extiendan a otros 

derechos por analogía, conveniencia o por la sola existencia de una situación de crisis. 

Esto significa que la declaratoria de un estado de excepción no produce una suspensión 

general de los derechos reconocidos por la Constitución. Incluso respecto de aquellos cuyo 

ejercicio puede ser limitado, la afectación debe mantenerse dentro de los términos establecidos 

en la declaratoria y sujetarse a los límites previstos por el ordenamiento jurídico. Al mismo 

tiempo, derechos como la vida, la integridad personal, la tutela judicial efectiva, el debido 

proceso, la igualdad o la prohibición de la tortura mantienen plena vigencia y continúan 

condicionando la actuación de las autoridades, aun durante la aplicación de medidas 

extraordinarias. 

Esta distinción resulta relevante porque permite comprender que la activación de un 

régimen excepcional no elimina las obligaciones del Estado en materia de protección de 

derechos. Las autoridades pueden contar temporalmente con facultades especiales para 

enfrentar una situación extraordinaria, pero ello no les permite desconocer las garantías 

constitucionales que permanecen vigentes. Por esta razón, la ejecución de las medidas 

excepcionales también debe respetar los límites establecidos por la Constitución. 

Esta regla guarda correspondencia con el derecho internacional de los derechos 

humanos. El artículo 27 de la Convención Americana admite medidas de suspensión 

únicamente en la medida y durante el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la 

situación y reconoce, además, un conjunto de derechos que no pueden ser suspendidos. De esta 

manera, tanto el orden constitucional ecuatoriano como el sistema interamericano mantienen la 

protección de determinados derechos incluso durante situaciones excepcionales. 

Gorozabel Intriago (2025) señala que “Los derechos más afectados fueron la libertad de 

tránsito, la inviolabilidad del domicilio, la libertad personal y la libertad de reunión” (p. 2905). 

Esta afirmación permite advertir que las medidas adoptadas durante un estado de excepción 

pueden incidir de manera distinta sobre varios derechos. Sin embargo, dicha incidencia no altera 

la delimitación establecida por la Constitución: existen derechos cuyo ejercicio puede ser 

limitado dentro de los términos permitidos por el artículo 165 y otros que deben permanecer 

plenamente vigentes durante toda la duración del régimen excepcional. 



9  

3. Elementos del estado de excepción 

Una declaratoria de estado de excepción debe contener y justificar varios elementos. 

Entre ellos están los hechos que configuran una causal constitucional, la insuficiencia de los 

mecanismos ordinarios, el ámbito territorial y temporal, las medidas previstas, los derechos que 

podrían resultar afectados y las notificaciones exigidas. 

El primer elemento es la existencia de hechos reales y verificables que puedan 

relacionarse con alguna de las causales previstas en el artículo 164 de la Constitución. No basta 

con afirmar que existe una crisis o una situación grave. El decreto debe explicar qué hechos se 

han producido y por qué estos encajan dentro de una causal como agresión, conflicto armado 

internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre natural. En este 

sentido, Chacón Molina y Zamora Vázquez (2024) señalan que el control constitucional debe 

relacionar los hechos alegados con las facultades extraordinarias que se pretende ejercer y con 

los límites destinados a proteger los derechos fundamentales. 

El segundo elemento es demostrar que el régimen excepcional es necesario. Para ello, 

el decreto debe identificar las herramientas ordinarias disponibles y explicar por qué no bastan 

frente a los hechos descritos. La sola gravedad de una situación no justifica, por sí misma, el 

uso de facultades extraordinarias. 

El tercer elemento es la delimitación territorial. Las medidas extraordinarias deben 

aplicarse únicamente en aquellos lugares en los que las circunstancias realmente lo requieran. 

Este criterio puede observarse en el Dictamen No. 1-21-EE/21, en el cual la Corte 

Constitucional analizó un estado de excepción declarado por calamidad pública debido al 

agravamiento de la pandemia de COVID-19 en ocho provincias del país. En esa decisión, la 

Corte consideró razonable una declaratoria focalizada cuando existe una delimitación 

geográfica clara y se cuenta con información objetiva que justifique su aplicación en esos 

territorios (Corte Constitucional del Ecuador, 2021). 

El cuarto elemento corresponde a la delimitación temporal. El artículo 166 de la 

Constitución establece que el estado de excepción puede tener una duración máxima de sesenta 

días y que, si las causas persisten, puede renovarse por un período adicional de hasta treinta 

días. Sin embargo, estos plazos representan límites máximos y no deben entenderse como 

períodos que se aplican de manera automática. La duración de la declaratoria debe guardar 

relación con las circunstancias que la originaron y mantenerse únicamente durante el tiempo 

que resulte necesario. 
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El quinto elemento comprende las medidas que serán adoptadas y los derechos cuyo 

ejercicio pueda ser suspendido o limitado. El decreto debe señalar con claridad qué facultades 

extraordinarias serán utilizadas y, cuando corresponda, qué derechos se verán afectados. Esta 

precisión permite que la Corte Constitucional analice cada medida de manera individual y, al 

mismo tiempo, que la población conozca qué restricciones se encuentran vigentes, en qué 

condiciones se aplican y cuál es su alcance. 

Finalmente, el sexto elemento corresponde a las notificaciones. La Constitución dispone 

que la declaratoria debe ser comunicada a la Asamblea Nacional, a la Corte Constitucional y a 

los organismos internacionales que correspondan dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 

a la firma del decreto. Esta obligación resulta importante porque permite activar los mecanismos 

de control previstos en el ordenamiento jurídico y garantiza que la declaratoria no permanezca 

únicamente dentro del ámbito de decisión del Ejecutivo. 

4. Principios y características constitucionales 

El artículo 164 de la Constitución exige observar necesidad, proporcionalidad, 

legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad. No son declaraciones generales: son 

límites jurídicos para el ejercicio de facultades extraordinarias. Su aplicación obliga a examinar 

la intensidad, duración y alcance territorial de cada medida. 

La necesidad obliga a responder dos preguntas distintas: si la declaratoria es 

indispensable y si cada medida contribuye a enfrentar los hechos de un modo que las 

competencias ordinarias no pueden alcanzar. La proporcionalidad añade una comparación entre 

el beneficio esperado y la intensidad con que se afecta el derecho. El control material de la 

LOGJCC recoge estas exigencias al requerir necesidad estricta, proporcionalidad, conexión 

causal, idoneidad e inexistencia de una alternativa menos lesiva. En conjunto, estos criterios 

trasladan el análisis desde la utilidad genérica de una medida hacia su justificación concreta. 

La legalidad implica que incluso bajo condiciones extraordinarias las autoridades solo 

pueden actuar dentro de las competencias atribuidas por la Constitución y la ley. La 

temporalidad impide que la excepción se prolongue más allá del periodo indispensable para 

atender la crisis; la territorialidad obliga a restringir su alcance espacial a las zonas donde los 

hechos justifican verdaderamente las medidas; y la razonabilidad exige una conexión lógica 

entre la situación, la finalidad perseguida y las decisiones adoptadas. Meza Salvatierra et al. 

(2025) concluyen que “el régimen de excepción debe mantenerse como una herramienta 

excepcional, y no convertirse en una práctica ordinaria de gestión del poder” (p. 2). 
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Otra característica relevante es la responsabilidad. El último inciso del artículo 166 de 

la Constitución establece que las servidoras y servidores públicos responderán por cualquier 

abuso cometido durante la vigencia del estado de excepción. La existencia de potestades 

extraordinarias, por tanto, no reduce el deber de protección de los derechos. Por el contrario, la 

intensidad de las medidas exige que su ejecución permanezca sujeta a legalidad, necesidad, 

proporcionalidad, control y rendición de cuentas. 

5. Régimen jurídico ecuatoriano aplicable 

El marco ecuatoriano distribuye los límites del estado de excepción en varias normas. 

Los artículos 164 a 166 de la Constitución regulan las causales, principios, derechos que pueden 

limitarse, facultades presidenciales, plazos y controles básicos. Además, preservan el 

funcionamiento de las demás funciones del Estado. El Ejecutivo no recibe un poder abierto, 

sino competencias previamente delimitadas. 

La Ley de Seguridad Pública y del Estado complementa el marco constitucional al 

regular el régimen de excepción y vincularlo con situaciones de grave amenaza de origen 

natural o antrópico. Su regulación refuerza la idea de que las facultades extraordinarias deben 

ejercerse dentro de un régimen de legalidad y no como una autorización general para actuar sin 

límites. La ley debe leerse conjuntamente con los artículos 164 a 166 de la Constitución, que 

determinan las condiciones materiales y temporales de la excepción. 

La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional desarrolla el 

control automático de los decretos. Sus artículos 119 a 125 regulan el objeto y alcance de la 

revisión, los requisitos formales y materiales de la declaratoria y el examen de las medidas. Para 

estas últimas exige, entre otros elementos, necesidad estricta, proporcionalidad, conexión 

causal, idoneidad, inexistencia de una alternativa menos gravosa, respeto del núcleo esencial 

de los derechos y continuidad del funcionamiento estatal. Estas condiciones permiten que la 

Corte valore cada restricción de manera individual. 

El derecho internacional también integra el marco de análisis. La Convención 

Americana sobre Derechos Humanos admite suspensiones únicamente en contextos de guerra, 

peligro público u otra emergencia que amenace la independencia o la seguridad del Estado, y 

solo por el tiempo y en la medida estrictamente limitados a las exigencias de la situación. El 

artículo 27 conserva además un conjunto de derechos y garantías que no pueden ser 

suspendidos. Este estándar internacional opera como límite adicional frente al ejercicio de 

facultades excepcionales. 



12  

6. Control constitucional y control político 

El control de la Corte Constitucional es automático e inmediato, y comprende tanto la 

forma como el contenido de la declaratoria y de sus medidas. En la revisión formal se 

comprueba la identificación de hechos y causal, la motivación y la delimitación territorial y 

temporal. En el plano material, la cuestión es otra: si el régimen ordinario podía atender la 

situación y si existe una relación directa entre la crisis y las decisiones adoptadas. Un decreto 

puede cumplir requisitos documentales y, aun así, no justificar materialmente una restricción 

de derechos. 

El artículo 123 de la LOGJCC concentra el examen que se vincula de forma más 

inmediata con los derechos. La Corte debe comprobar, para cada medida, su estricta necesidad, 

proporcionalidad, relación causal e idoneidad, además de descartar una alternativa de menor 

impacto. También debe verificar que el núcleo esencial de los derechos permanezca protegido 

y que no se altere el funcionamiento normal del Estado. La validez de la declaratoria, por tanto, 

no se transmite automáticamente a todas las restricciones dictadas durante su vigencia. 

Paralelamente, la Asamblea Nacional conserva un control político. El artículo 166 de la 

Constitución permite que, si las circunstancias lo justifican, la Asamblea revoque el decreto en 

cualquier momento, sin perjuicio del pronunciamiento de la Corte Constitucional. De esta 

manera, el sistema ecuatoriano combina un control jurisdiccional obligatorio con un mecanismo 

de control político y mantiene contrapesos institucionales durante situaciones excepcionales. 
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Capítulo 2 

 
7. Problema jurídico 

El problema jurídico se sitúa en la tensión entre la potestad presidencial de adoptar 

medidas extraordinarias y la obligación de proteger el ejercicio de derechos durante el estado 

de excepción. La Constitución admite restricciones temporales en circunstancias determinadas, 

pero las somete a principios y controles. La emergencia puede requerir una respuesta eficaz, sin 

convertirse por ello en una autorización ilimitada. 

Esta cuestión adquiere especial importancia cuando la misma clase de medidas se 

emplea de manera sucesiva frente a problemas que se prolongan en el tiempo. La criminalidad 

organizada, la violencia penitenciaria o determinados fenómenos de inseguridad pueden 

presentar una gravedad evidente, pero también requieren políticas ordinarias y respuestas 

institucionales permanentes. Cuando la excepcionalidad se utiliza de forma reiterada frente a 

problemas estructurales, aumenta la necesidad de comprobar que las restricciones continúan 

siendo temporales, indispensables y vinculadas con una situación verdaderamente 

extraordinaria. 

La pregunta de investigación es: ¿son compatibles las medidas adoptadas durante los 

estados de excepción en Ecuador con los límites de necesidad, proporcionalidad, legalidad, 

temporalidad, territorialidad y razonabilidad, en atención a su incidencia en el ejercicio de 

derechos? La respuesta exige relacionar los hechos acreditados, la causal invocada, la medida 

aplicada, el derecho afectado y el resultado que se busca. Una finalidad legítima no basta si la 

afectación es mayor a la necesaria o alcanza territorios donde la causal no fue demostrada. 

 

 

 

8. Incidencia del estado de excepción en el ejercicio de derechos 

Entre los derechos del artículo 165, la libertad de tránsito suele mostrar la incidencia 

más visible. Los toques de queda, controles de circulación y restricciones territoriales modifican 

los desplazamientos de la población y pueden dificultar el acceso al trabajo, a actividades 

económicas o a servicios esenciales. Su posible utilidad durante ciertas horas no elimina la 

necesidad de justificar el territorio, la duración y las excepciones aplicables. Por ello, la 

intensidad de la restricción debe evaluarse según las condiciones concretas de cada declaratoria. 

La libertad de asociación y reunión también puede resultar afectada, especialmente en 

contextos de grave conmoción interna vinculados con protestas o alteraciones del orden 
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público. Sin embargo, la existencia de hechos violentos no convierte toda reunión en una 

actividad susceptible de prohibición general. La intensidad de la restricción debe guardar 

correspondencia con la situación concreta y limitarse a aquello que resulte indispensable para 

enfrentar los hechos que motivaron la declaratoria. 

La inviolabilidad de domicilio y de correspondencia puede ser restringida en escenarios 

específicos, por ejemplo, cuando el decreto habilita actuaciones destinadas a enfrentar 

directamente los hechos que motivaron la declaratoria. Debido a la intensidad de esta 

intervención, la medida requiere una delimitación precisa de sus finalidades, territorio, duración 

y condiciones de ejecución. La existencia del estado de excepción no elimina las garantías que 

deben observar las autoridades al ejecutar allanamientos u otras actuaciones que incidan sobre 

estos derechos. 

La libertad de información requiere un examen especialmente cuidadoso por su relación 

con el debate público y el control democrático. La Constitución admite su limitación durante el 

estado de excepción y contempla la censura previa solo cuando guarde una relación estricta con 

los motivos de la declaratoria y con la seguridad del Estado. Una invocación general a la crisis 

no satisface ese estándar. La medida debe explicar qué información se limita, por qué esa 

intervención contribuye a enfrentar los hechos y durante cuánto tiempo resulta indispensable. 

La afectación no siempre se limita al derecho expresamente restringido. Un toque de 

queda puede dificultar el acceso a salud, trabajo o justicia. De igual forma, un operativo de 

seguridad puede comprometer la integridad personal o el debido proceso si se ejecuta sin las 

garantías correspondientes. El análisis debe considerar tanto el derecho autorizado en el decreto 

como los efectos que la medida produce sobre otros derechos que conservan plena vigencia. 

La incidencia sobre los derechos también depende de la ejecución. La intervención de 

las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional no reduce los estándares de protección. Su 

actuación debe estar ligada a la finalidad de la declaratoria y someterse a legalidad, necesidad 

y proporcionalidad. La emergencia modifica ciertas condiciones de actuación estatal, pero no 

elimina el deber de respetar dignidad, integridad personal y debido proceso. 

9. Análisis jurisprudencial de la Corte Constitucional 

El Dictamen No. 3-19-EE/19 ofrece un criterio útil para examinar la grave conmoción 

interna. La Corte vinculó esta causal con hechos reales cuya intensidad pueda afectar de forma 

grave el ejercicio de derechos, la estabilidad institucional, la seguridad o la convivencia normal, 

y que además generen una alarma social considerable. El estándar impide apoyar la declaratoria 

en alusiones abstractas a la inseguridad o al desorden. Para esta investigación, su importancia 
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radica en que exige una base fáctica capaz de explicar tanto la causal como la necesidad de las 

medidas posteriores. 

El Dictamen No. 4-20-EE/20 constituye otro criterio importante respecto de la 

temporalidad y territorialidad. La Corte estableció que, para cumplir con necesidad y 

proporcionalidad, las medidas deben limitarse al tiempo estrictamente requerido y al lugar 

donde ocurren los hechos que justifican la declaratoria. En consecuencia, el plazo máximo 

constitucional y la extensión nacional del estado de excepción no pueden operar como opciones 

automáticas: el Ejecutivo debe justificar por qué cada periodo y cada territorio requieren 

efectivamente la medida extraordinaria. 

El Dictamen No. 5-22-EE/22, relativo al Decreto Ejecutivo No. 463, aporta un ejemplo 

especialmente claro del carácter dinámico del control constitucional. La Corte consideró que 

los hechos inicialmente justificaban la declaratoria, pero al momento de resolver verificó que 

las circunstancias habían cambiado, la grave conmoción interna se había estabilizado y algunas 

medidas habían dejado de ser necesarias. Por ello, declaró la constitucionalidad del régimen 

excepcional con la salvedad del plazo previsto y dispuso su terminación, demostrando que la 

necesidad debe mantenerse durante toda la vigencia de la excepción y no únicamente al 

momento de expedirse el decreto. 

El Dictamen No. 8-22-EE/22 también resulta pertinente para el análisis de la incidencia 

sobre derechos. En esta decisión, la Corte examinó decretos que establecieron un estado de 

excepción en Guayas, Esmeraldas y Santo Domingo de los Tsáchilas y ejerció el control de 

constitucionalidad sobre las medidas adoptadas. Su relevancia radica en que muestra que la 

revisión constitucional no se limita a aceptar o rechazar la declaratoria en conjunto, sino que 

puede imponer condiciones sobre las medidas concretas cuando estas inciden en el ejercicio de 

derechos. 

Los Decretos Ejecutivos No. 110 y 111 fueron examinados en el Dictamen No. 1-24-

EE/24, dentro de la crisis de seguridad de 2024. El primero invocó grave conmoción interna; el 

segundo agregó conflicto armado interno. La Corte admitió que una declaratoria puede 

sustentarse en más de una causal, pero exigió que cada una cuente con su propia justificación y 

se someta al control formal y material de la Constitución y la LOGJCC. La gravedad general 

de los hechos, por tanto, no reemplaza la motivación individual de cada causal. 

La comparación entre el Dictamen No. 5-22-EE/22 y el Dictamen No. 1-24-EE/24 

evidencia la importancia de que el control constitucional mantenga criterios suficientemente 

explícitos frente a contextos de seguridad. La persistencia de un problema no responde por sí 

sola a la pregunta sobre la necesidad de una restricción concreta. Cada decisión debe explicar 
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qué hechos permanecen, qué medida se considera indispensable y por qué su intensidad, 

duración y territorio continúan siendo compatibles con la Constitución. 

Los dictámenes revisados confirman que el control del estado de excepción debe ser 

material, no solo formal. La Corte debe comprobar los hechos, la configuración de la causal, la 

necesidad de acudir a facultades extraordinarias, los límites temporales y territoriales, y la 

relación entre cada medida y el derecho que puede afectar. La constitucionalidad general del 

decreto no equivale a una autorización automática de todas las restricciones. 

10. Criterios para determinar la compatibilidad constitucional de las medidas 

A partir del marco normativo y jurisprudencial puede construirse un conjunto de 

criterios para determinar si la incidencia de una medida excepcional sobre derechos resulta 

constitucionalmente admisible. El primer criterio es la existencia de una conexión directa entre 

la medida y los hechos que motivaron la declaratoria. Chacón Molina y Zamora Vázquez (2024) 

destacan que el control constitucional debe relacionar el ejercicio de las facultades 

excepcionales con los derechos fundamentales y con los principios que limitan el poder de 

emergencia. Por ello, una restricción no puede justificarse por su utilidad general para la 

seguridad pública; debe demostrarse que responde específicamente a la crisis que habilitó el 

estado de excepción. 

El segundo criterio es la necesidad estricta. Debe explicarse no solo por qué la medida 

puede contribuir a enfrentar la crisis, sino por qué las herramientas ordinarias disponibles no 

permiten alcanzar el mismo objetivo de manera suficiente. El tercer criterio es la idoneidad: la 

medida debe ser apta para producir una contribución real al objetivo perseguido. El cuarto es la 

menor afectación posible, que obliga a comparar alternativas y preferir aquella que produzca 

un impacto menos intenso sobre los derechos. Araujo Freire y Mayorga Mayorga (2025) 

explican que la proporcionalidad exige una relación razonable entre la intensidad de la amenaza 

y la restricción impuesta, de modo que la respuesta estatal no exceda aquello que la situación 

requiere. 

El quinto criterio es la delimitación temporal y territorial. La restricción debe aplicarse 

únicamente durante el periodo y en los lugares donde exista una necesidad demostrable. La 

imposición de medidas uniformes sobre territorios con realidades diferentes puede resultar 

desproporcionada si no existe evidencia que justifique el mismo nivel de intervención. 

Gorozabel Intriago (2025) identifica una recurrencia significativa de estados de excepción entre 

2022 y 2025, circunstancia que vuelve especialmente relevante comprobar que cada nueva 

restricción conserve una justificación temporal y territorial propia. 
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La preservación del núcleo esencial constituye otro criterio indispensable. Una 

limitación temporal no puede vaciar por completo el derecho ni extenderse a garantías que 

permanecen vigentes. A ello se suma la necesidad de prever condiciones de ejecución y 

supervisión. El respeto del debido proceso, el control del uso de la fuerza, la delimitación de 

los allanamientos y el acceso a la justicia son relevantes porque la incidencia puede originarse 

tanto en el contenido del decreto como en la actuación concreta de las autoridades. 

11. Insuficiencia de los mecanismos ordinarios y retorno a la normalidad 

El carácter subsidiario de la excepción se comprueba al comparar la crisis con las 

capacidades ordinarias del Estado. Antes de recurrir a facultades extraordinarias debe explicarse 

qué competencias permanentes se utilizaron y por qué fueron insuficientes. Chugá Quemac et 

al. (2024) relacionan la reiteración de declaratorias frente a una misma problemática con la 

pérdida de excepcionalidad. Por eso, cuando el fenómeno se repite, la justificación debe ser más 

concreta y referirse a las circunstancias actuales. 

El retorno a la normalidad no es una consecuencia automática del vencimiento del 

decreto; forma parte de la finalidad que justifica la excepción. Las medidas extraordinarias 

pueden contener una crisis durante un periodo, pero no reemplazan la planificación, prevención, 

investigación criminal, inversión institucional, fortalecimiento policial o mejora del sistema 

penitenciario. Meza Salvatierra et al. (2025) identifican que la utilización recurrente de la figura 

puede debilitar los controles institucionales y afectar derechos fundamentales. En consecuencia, 

cuando el problema persiste debe evaluarse si la medida extraordinaria contribuyó a superar los 

hechos o si corresponde fortalecer respuestas ordinarias menos restrictivas. 

Reconocer esa limitación no supone desconocer la utilidad operativa de ciertas medidas. 

En escenarios de violencia intensa, el despliegue adicional de recursos, las restricciones 

temporales de tránsito o el apoyo de las Fuerzas Armadas pueden ser necesarios. Sin embargo, 

un efecto inmediato no demuestra que la misma medida deba mantenerse o repetirse. El juicio 

constitucional debe diferenciar la utilidad puntual de la necesidad de prolongar la restricción y 

verificar si, con el paso del tiempo, existen respuestas ordinarias capaces de alcanzar el mismo 

objetivo con una afectación menor de derechos. 

12. Derecho comparado: control de las medidas excepcionales y protección de 

derechos 

El derecho comparado ofrece criterios útiles, aunque no permite trasladar 

automáticamente regulaciones extranjeras al Ecuador. En este caso, España y Colombia 
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resultan pertinentes porque regulan constitucionalmente situaciones excepcionales y prevén 

controles específicos frente a las restricciones de derechos. La comparación permite valorar 

fórmulas para mantener información actualizada sobre las medidas, su aplicación y sus efectos. 

En España, el artículo 116.3 de la Constitución exige autorización previa del Congreso 

de los Diputados para declarar el estado de excepción. La autorización debe determinar sus 

efectos, ámbito territorial y duración, que no puede exceder de treinta días y solo puede 

prorrogarse por otro periodo igual con los mismos requisitos. La Ley Orgánica 4/1981 

desarrolla este control: la solicitud del Gobierno debe identificar expresamente los derechos 

cuya suspensión se pretende, las medidas que se adoptarán y su ámbito temporal y territorial; 

además, si durante la vigencia del estado de excepción el Gobierno pretende adoptar medidas 

distintas de las autorizadas, debe obtener una nueva autorización del Congreso. La misma ley 

mantiene la posibilidad de impugnar judicialmente los actos y disposiciones administrativas 

adoptados durante la excepción. Estas reglas se encuentran principalmente en los artículos 55 

y 116.3 de la Constitución Española y en los artículos 1, 3 y 13 a 15 de la Ley Orgánica 4/1981. 

Colombia presenta mecanismos especialmente útiles para la propuesta desarrollada en 

esta investigación. Los artículos 212 a 215 de la Constitución regulan los estados de excepción 

y someten las medidas a límites de proporcionalidad, preservación de los derechos humanos y 

control de la Corte Constitucional. La Ley 137 de 1994 añade dos elementos relevantes. Su 

artículo 39 exige que, mientras subsista el estado de conmoción interior, el Gobierno remita 

cada treinta días al Congreso un informe sobre la evolución de los acontecimientos, las medidas 

adoptadas, su evaluación y los posibles abusos cometidos en el uso de las facultades 

excepcionales. Por su parte, el artículo 54 dispone controles expeditos y precisos del Ministerio 

Público cuando se restrinjan derechos fundamentales. El modelo colombiano demuestra que el 

control inicial puede complementarse con información periódica sobre la aplicación de las 

medidas sin modificar la duración constitucional del estado de excepción. 
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Conclusiones 

 
El estado de excepción es válido cuando responde a hechos extraordinarios que no 

pueden ser atendidos de forma suficiente por el régimen ordinario. No suspende la Constitución 

ni entrega facultades abiertas al Ejecutivo. Las causales, principios, plazos, límites territoriales 

y controles son condiciones de validez. La excepcionalidad solo es compatible con un Estado 

constitucional de derechos si conserva su carácter temporal y se orienta al retorno a la 

normalidad. 

La afectación del ejercicio de derechos puede ser admisible cuando la medida guarda 

relación directa con los hechos que originaron la declaratoria, resulta estrictamente necesaria, 

es idónea, proporcional y no existe una alternativa ordinaria menos restrictiva. El artículo 165 

impide una suspensión general de derechos y limita las potestades extraordinarias a la 

inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia, la libertad de tránsito, la libertad de 

asociación y reunión y la libertad de información. Los demás derechos permanecen vigentes y 

condicionan el diseño y la ejecución de las medidas. 

La jurisprudencia examinada muestra que la gravedad del contexto no resuelve por sí 

sola la constitucionalidad de una declaratoria. El control debe verificar los hechos, su relación 

con la causal invocada, la insuficiencia de mecanismos ordinarios y la justificación temporal y 

territorial. Además, cada medida requiere una evaluación propia: la validez del decreto no 

impide que una restricción concreta resulte innecesaria, desproporcionada o esté 

insuficientemente motivada. 

Asimismo, la reiteración de estados de excepción frente a problemas prolongados exige 

diferenciar la respuesta inmediata de la solución estructural, pues la excepcionalidad no 

sustituye las políticas públicas ordinarias. La investigación también constató que la incidencia 

no puede valorarse solo desde el decreto, porque algunos efectos sobre los derechos aparecen 

durante la ejecución de las medidas. Aunque existe control constitucional, el artículo 124 de la 

LOGJCC regula únicamente la remisión inicial del decreto y no exige información periódica 

sobre los resultados y la incidencia de las restricciones mientras permanecen vigentes. 
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Recomendaciones 

 
Con base en el análisis, se propone reformar el artículo 124 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. La norma regula actualmente la remisión 

del decreto y el trámite inicial de control. La propuesta añade un deber de informar 

periódicamente sobre la ejecución, los resultados y la incidencia de las medidas que suspendan 

o limiten derechos. No crea un órgano nuevo ni modifica la duración constitucional de la 

excepción; busca que la Corte cuente con información para valorar sus efectos reales. 

La ubicación de la reforma en el artículo 124 resulta coherente con su contenido, porque 

esta disposición ya regula la forma en que el Ejecutivo remite a la Corte Constitucional la 

información necesaria para activar el control del estado de excepción. Los artículos 120 a 123 

continúan regulando los requisitos formales y materiales de la declaratoria y de las medidas, 

por lo que no resulta necesario repetir los criterios de necesidad, proporcionalidad, idoneidad, 

relación causal, menor afectación o respeto del núcleo esencial. La reforma propuesta cumple 

una función distinta: asegurar que la Corte reciba, durante la vigencia de las restricciones, 

información actualizada sobre lo que ocurrió en su ejecución. 

En consecuencia, se recomienda modificar la denominación del artículo 124 a 

"Remisión del decreto e información para el control constitucional" y, sin alterar sus numerales 

1, 2 y 3, incorporar el siguiente numeral 4: 

4. Mientras permanezcan vigentes medidas que suspendan o limiten derechos 

constitucionales, la presidenta o el presidente de la República remitirá a la Corte 

Constitucional, cada quince días, contados desde la entrada en vigencia del decreto, un informe 

sobre la persistencia de las causas que justificaron la declaratoria, la ejecución de las medidas 

adoptadas, los resultados obtenidos y la incidencia registrada sobre el ejercicio de los 

derechos. Esta obligación se cumplirá sin perjuicio del informe correspondiente a la 

terminación del estado de excepción previsto en el artículo 166  de la Constitución. 

El plazo de quince días busca que la información llegue mientras el estado de excepción 

todavía se encuentra vigente y no únicamente cuando ya está próximo a terminar. De esta forma, 

si la declaratoria se mantiene durante treinta días o por un período mayor, la Corte 

Constitucional podrá conocer con anticipación si persisten las causas que justificaron la medida, 

cómo se han ejecutado las disposiciones adoptadas y qué resultados se han obtenido. El informe 

no supone una nueva autorización ni una revisión automática de constitucionalidad, sino un 

deber periódico de información que puede servir de apoyo dentro de las competencias que la 

Corte ya tiene. 
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Puesto que la investigación aborda la incidencia del estado de excepción sobre el 

ejercicio de derechos, no es suficiente conocer los derechos que pueden limitarse ni revisar solo 

la motivación inicial del decreto. La información periódica permitiría contrastar esa 

justificación con la ejecución, los resultados y los efectos registrados mientras la medida aún 

está vigente. De ese modo, la reforma complementaría el control de la LOGJCC sin duplicarlo 

y daría a los mecanismos constitucionales existentes una base más objetiva para reaccionar si 

la ejecución se aparta de las condiciones que justificaron la medida. 
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